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El siguiente trabajo de investigación, pretende demostrar la importancia que tiene 
actualmente en nuestro ordenamiento jurídico la Madre Tierra como bien jurídico. Y 
como, en consecuencia de ello se deriva la protección a  los animales, al rio Atrato y al 
Páramo de Santurbán. Se traen a colación las constituciones de Bolivia y de Ecuador, con 
el fin de realizar un paralelo con la Constitución Colombiana. 
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ABSTRACT 
The following research work aims to demonstrate the importance currently in our legal 
system to Mother Earth as a legal good. As a result, the protection of animals, the Atrato 
River and the Páramo of Santurbán are derived. The Constitutions of Bolivia and Ecuador 
are brought into the collation, in order to make a parallel with the Colombian 
constitutional. 
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La Madre Tierra o Pachamama como la describe Zaffaroni, a medida en que ha pasado el 
tiempo se ha convertido en objeto relevante de protección a nivel jurídico y 
constitucional, su importancia deriva en que es factor indispensable de subsistencia para 
los seres humanos, por lo que la Constitución Política de Colombia como norma de 
normas es el primer medio para salvaguardar la misma. 
De igual manera, de la Madre Tierra hacen parte los recursos hídricos, los animales, los 
páramos, los bosques e infinidades de recursos renovables y no renovables que hacen 
parte del medio para sobrevivir de los seres humanos y no humanos, con el último se 
refiere a los animales. 
Por otro lado, cuando se considera la Madre Tierra como bien jurídico, se inicia su 
protección en materia normativa colombiana, a través de las distintas áreas del Derecho 
tales como, la administrativa, la penal y en el caso de los animales también desde el 
Derecho Civil, contando así como una esfera de protección alta frente a los recursos que 
se tienen en nuestro país. 
De tal manera, se puede observar que Colombia ha desarrollado y actualizado todas sus 
normas, con el fin, de proteger la Madre Tierra y los animales, de todas las conductas 












1. LA NATURALEZA COMO BIEN JURÍDICO 
1.1.Concepto de Bien Jurídico 
Inicialmente, bien jurídico se refiere a un interés vital que adquiere reconocimiento, 
(Kierszenbaum, 2009, Página 190), es decir, el bien jurídico se define como interés, 
puesto que su protección desde el derecho es de suma importancia. Cuando un objeto 
es fin de protección por la ley, se configura en un bien jurídico. 
También se puede definir bien jurídico, como: el concreto interés individual o 
colectivo, de orden social, protegido en el tipo legal (Camacho, Brindis, 2002, Página 
8) y como: las consecuencias aplicativas de la alternativa en la apreciación del Estado 
de necesidad y del delito continuado, para cuyas regulaciones se vale el legislador de 
los términos “bien jurídico” y “bien”, respectivamente. (Lascuraín, Sánchez, 2007, 
Página 135). 
El contenido primordial del bien jurídico del medio ambiente es el “patrimonio 
ambiental”, que puede ser natural, cultural artificial y del trabajo. El medio ambiente 
se encuentra elevado a la categoría de bien jurídico esencial a la vida, a la salud y a la 
felicidad del hombre. 
El bien jurídico, vinculado político-criminalmente, afirmando que él solo puede 
derivar de lo que está configurado en la Ley Fundamental. Eso, porque en ella están 
contemplados los principios rectores del Estado Democrático de Derecho. “El 
concepto material de delito es previo al Código Penal y le suministra al legislador un 
criterio político-criminal sobre lo que él mismo puede penar y lo que debe dejar 
impune” (Da Graca, 2014, Página 1). 
Según (Roxin, 2002, Página 29) las características que traen consigo los bienes 
jurídicos, en este caso la Madre Tierra, es que son esencia de la protección humana, 
es decir, son valores y principios inherentes a la sociedad y que la consecuencia de 
ser bien jurídico, es que su protección deriva de la unión del derecho y los fines 
político- criminales, lo que atañe que, el tipo penal objetivo en los delitos de resultado 
lesivo, desarrolla  un concepto de “imputación objetiva”, que trabaja con el riesgo 
para caracterizar la conexión material entre la conducta y el resultado. 
Teniendo en cuenta lo anterior, respecto de las características y la definición de bien 
jurídico, se puede decir que, la Madre Tierra encuadra en esta descripción y por tal, 
será el bien jurídico a tratar en este artículo. Por tal motivo, según (Zaffaroni, 2011, 
Página 60), existe una figura, la cual reconoce al medio ambiente como bien jurídico 
y que lo asocia a lo humano por la vía de los bienes colectivos, esta figura se llama el 
ecologismo jurídico, en esta se resalta la protección de la vida humana a través de la 
declaración de derechos para la naturaleza, sin embargo esto es tema de discusión, ya 
que como toda teoría esta tiene opositores, quienes creen que brindarle derechos a la 
naturaleza, es dejar de percibir al ser humano como poseedor y dueño de todo lo que 
lo rodea. 
En este sentido, el bien jurídico naturaleza desglosa varias inquietudes por parte de 
aquellos que creen que el ser humano debe ser el único poseedor de derechos sobre la 
tierra. 
De la misma forma, se parte que la naturaleza debe ser poseedora de una personalidad 
jurídica y de derechos, con el fin de minimizar los impactos que el ser humano con el 
tiempo ha ido practicando en contra de ella, como bien dice Zaffaroni la Pachamama 
es una deidad protectora, es la que todo lo da y como los seres humanos son quienes 
subsisten en su interior como parte de ella, también exige reciprocidad, por tanto, si 
no se le atiende cuando tiene hambre o sed produce enfermedades. 
De lo anterior, se puede deducir que nombrar La Madre Tierra como sujeto de 
derechos es necesario para la subsistencia del ser humano en ella. 
1.2. Relación entre La Pacha Mama, Tierra Madre Y Medio Ambiente 
Según el Proyecto de Declaración Universal de los derechos de la Madre tierra, se 
entiende que, Pacha Mama y Madre Tierra son dos nombres distintos dados al mismo 
objeto de protección, que se encuentra dentro del medio ambiente, siendo este último, 
un concepto totalmente distinto a los otros dos inicialmente nombrados. 
 En esta Declaración se le brindan derechos a la Madre Tierra o Pacha Mama, tales 
como: derecho a la vida y a existir, Derecho a ser respetada, Derecho al agua como 
fuente de vida, entre otros derechos sumamente importantes, que crean una 
responsabilidad para el ser humano de cuidar y proteger la Pacha Mama, logrando así 
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una estabilidad medio ambiental, puesto que al encontrarse la Madre Tierra dentro del 
medio ambiente, si esta es cuidada, el medio ambiente por ende también sufre cambios 
benéficos. 
De tal forma, se presenta el medio ambiente, como: el conjunto de componentes 
físicos, químicos, biológicos y sociales capaces de causar efectos directos e indirectos, 
en un plazo corto o largo, sobre los seres vivos y las actividades humanas” y como, el 
sistema global complejo, de múltiples y variadas interacciones, dinámico y evolutivo, 
formado por los sistemas físico, biológico, social, económico, político y cultural en 
que vive el hombre y demás organismos” (Sabalain, 2009, , Página 4). 
De esto se difiere que, el medio ambiente es más un sistema global de cambios, que 
repercute en todos los ámbitos existentes, es decir, tanto ecológicos, como 
económicos y sociales, mientras que la Pacha Mama o Madre Tierra, se refiere al 
objeto físico, en el que los seres humanos cultivan, siembran, cosechan y del cual 
sobreviven. 
2. RANGO CONSTITUCIONAL DE LA PACHA MAMA 
2.1.Bolivia 
Esta Constitución declama en su preámbulo “Cumpliendo el mandato de nuestros 
pueblos, con la fortaleza de nuestra Pachamama y gracias a Dios, refundamos Bolivia”. 
Esta Constitución muestra el interés de proteger la naturaleza, ya que también su artículo 
255, numeral 2, punto 7, manifiesta la armonía que se debe tener con la naturaleza y la 
defensa de la biodiversidad como protección desde las relaciones internacionales. 
De una u otra forma, la naturaleza también es llamada medio ambiente en la actualidad, 
bien jurídico al que se le atribuye protección y respaldo constitucional, definiendo así de 
la misma forma al medio ambiente, como conjunto de elementos naturales y artificiales 
o inducidos por el hombre que hacen posible la existencia y desarrollo de los seres 
humanos y demás organismos vivos que interactúan en un espacio y tiempo 
determinados. (Ochoa, Figueroa, 2014, , Páginas 259 y 260). 
Definición tal, que afirma de nuevo que es la naturaleza la que permite que el ser humano 
viva y pueda subsistir y sobrevivir en la tierra. 
Por tal razón, uno de los fines esenciales del Estado Boliviano, se encuentra en, promover 
y garantizar el aprovechamiento responsable y planificado de los recursos naturales, e 
impulsar su industrialización, así como la conservación del medio ambiente, para el 
bienestar de las generaciones actuales y futuras.(Gregor, Barié, 2014, Página 20). 
2.2.Ecuador 
Por otro lado, el preámbulo de esta constitución recita lo siguiente: “CELEBRANDO a 
la naturaleza, la Pacha Mama, de la que somos parte y que es vital para nuestra 
existencia”, lo que demuestra que la naturaleza es fuente de protección y que debe ser 
salvaguardada desde el Estado hasta los residentes del mismo. 
También señala que, una nueva forma de convivencia ciudadana, en diversidad y armonía 
con la naturaleza, para alcanzar el buen vivir, el sumak kawsay; con esto, la República 
Ecuatoriana busca armonizar los seres humanos con la naturaleza, como fuente de vida. 
Además esta constitución dedica un aparte solo para describir los derechos a la naturaleza, 
desde su artículo 71 hasta el artículo 74, por cuanto es evidente que esta es una 
Constitución ecológica y comprometida con el medio ambiente. 
Constitución, que se puede evidenciar como defensora del medio ambiente y de la 
naturaleza, que busca restaurar la naturaleza y repara los daños ecológicos, con el fin de 
prevenir una destrucción futura y para brindar a sus ciudadanos un ambiente sano, usando 
los recursos naturales de modo racional, sustentable y sostenible.  
En estas dos constituciones se exalta la naturaleza como sujeto de derechos y como bien 
jurídico protegido por el derecho constitucional, con el fin de armonizar los seres 





Esta Constitución, aunque no percibe la naturaleza desde un ámbito espiritual, como las 
anteriores, si es una constitución ecológica, ya que, en sus artículos presenta objetos de 
protección y establece deberes para salvaguardar los recursos naturales y el medio 
ambiente, es así, como en sus artículos 79, 80, 95, 267, 268, 317, 334 y 339, impone 
deberes tanto a los ciudadanos, como a los funcionarios del Estado, para que cuiden los 
recursos naturales y defiendan el patrimonio ecológico en nuestro país. 
De la misma forma, Colombia como Estado ecológico, en sus jurisprudencias deja clara 
la importancia de defender la naturaleza y utilizar de forma responsable los recursos 
naturales, algunas de estas sentencias son:  
Sentencia C- 449/ 2015: en esta sentencia, como una de las más ecológicas, se pone en 
tela el tema de la contaminación ambiental y el cálculo de la depreciación de los recursos 
naturales, aquí se determina que quien contamina debe pagar, como contraprestación al 
desarrollo sostenible y a la protección de recursos naturales como, el agua y el suelo, 
teniendo en cuenta, que  el reconocimiento de la importancia de la “madre tierra” y sus 
componentes ha sido un proceso lento y difícil históricamente, careciendo de desarrollos 
significativos que les registren su valor por sí mismos. A través de los tiempos se han 
concebido principalmente como cosas al servicio del ser humano, quien puede disponer 
libremente de ellos y encontrar justificado su abuso. Colombia ha sido reconocida por la 
comunidad internacional como un país “megabiodiverso”, al constituir fuente de 
riquezas naturales invaluables sin par en el planeta, que amerita una protección especial 
bajo una corresponsabilidad universal, es por esta razón, la de que los seres humanos son 
los dueños de la Madre Tierra, que los demandantes no están de acuerdo con la fijación 
de tarifas de pago por contaminación y daño ambiental. La Corte inicio estudiando la 
Constitución Política, nuestra norma de normas ecológicas, con el fin de decretar la 
relación intrínseca entre el ser humano y la naturaleza, por consiguiente optó por 
considerar la inagotabilidad de la atmósfera, el agua y el suelo, sin dejar atrás el derecho 
ambiental, nuestra Corte Constitucional estudió los principios rectores del derecho 
ambiental, tales como, el principio del desarrollo sostenible, el principio de quien 
contamina paga, el principio de prevención y el principio de precaución, además plantea 
el servicio público de saneamiento ambiental y se refiere a los principios de legalidad y 
certeza tributaria. Haciendo un análisis minucioso de estos temas, la Corte resuelve que 
es justo que se declaren tarifas de pagos, a quienes atenten en contra del medio ambiente 
y que esta depreciación se encuentra en manos del Ministerio de Ambiente.  
Sentencia C- 366 de 2011: en esta jurisprudencia, el problema jurídico planteado radica 
en la modificación del Código de Minas, el cual está siendo nocivo en contra de la Madre 
Tierra, que para esta sentencia se tiene que, la Declaración de los Pueblos Indígenas, 
adscribe que a la tierra no se le da la condición de bien objeto de derechos de propiedad, 
sino la de elemento central para la definición de la identidad, en tanto Madre Tierra. 
Puesto que, están irrespetando las culturas indígenas y afrodescendientes, al llevar a cabo 
estos trabajos en su comunidad y en su espacio, estas comunidades demandan, porque 
están dañando la Madre Tierra y están invadiendo su forma de vida, instituciones, 
espiritualidad y cosmovisión. Para este problema jurídico la Corte dio solución a través 
del análisis de la Madre Tierra y las particularidades en la reforma del Código de Minas 
y la incidencia directa en las comunidades indígenas y afrodescendientes. De lo anterior, 
la Corte resuelve que, no se realizará reforma al Código de Minas, puesto que esta área 
del derecho todavía desconoce la materia ambiental, infringiendo las normas ambientales 
y no teniendo en cuenta que la Madre Tierra es un bien jurídico, objeto de protección que 
se debe cuidar y salvaguardar, de cualquier ataque en contra de esta. 
De lo anterior, se tiene en cuenta que tanto países como Bolivia, Ecuador y Colombia 
tienen constituciones ecológicas que buscan preservar la naturaleza y preparar la 
humanidad para el futuro, conservando los recursos naturales y previniendo la alteración 
nociva de los mismos. 
Sentencia T- 411 de 1992: esta sentencia se tramita respecto del derecho al ambiente 
sano, se relaciona además que Colombia tiene una Constitución ecológica, ya que la 
protección jurídica del medio ambiente es hoy una necesidad universalmente reconocida, 
una necesidad socialmente sentida, de dar una respuesta contundente a las intolerables 
agresiones que sufre el medio ambiente. El desarrollo sin planificación y los avances 
científicos fueron ampliando considerablemente el impacto industrial en el entorno. El 
problema ecológico y todo lo que este implica es hoy en día  un clamor universal, es un 
problema de supervivencia. 
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Para la Corte Constitucional en esta jurisprudencia, la protección al ambiente no es un 
"amor platónico hacia la madre naturaleza", sino la respuesta a un problema que de 
seguirse agravando al ritmo presente, acabaría planteando una auténtica  cuestión de vida 
o muerte: la contaminación de los ríos y mares, la progresiva desaparición de la fauna y 
la flora, la conversión en irrespirable de la atmósfera de muchas grandes ciudades por la 
polución, la desaparición de la capa de ozono, el efecto invernadero, el ruido, la 
deforestación, el aumento de la erosión, el uso de productos químicos, los desechos 
industriales, la lluvia ácida, los melones nucleares, el empobrecimiento de los bancos 
genéticos del planeta, etc., son cuestiones tan vitales que merecen una  decisión firme  y 
unánime de la población mundial. 
De lo anterior se deduce que, la Madre Tierra es un elemento de vida y de subsistencia 
para el ser humano, por lo que es necesario que a través de la Constitución ecológica de 
Colombia se protejan los derechos de la misma y se persiga el fin de mantener un 
ambiente sano. 
3. Sujetos de protección del bien jurídico de la Pacha Mama 
Es de saber, que la Madre Tierra se encuentra constituida por todos nuestros recursos 
naturales tales como el agua, suelo, aire y demás compuestos, que ayudan al ser humano 
a sobrevivir en el mundo, pero también es importante resaltar que además de los seres 
humanos, también son objeto de derechos los animales, quienes también subsisten de 
estos recursos y habitan nuestra Pachamama. 
3.1.Los animales 
Como seres sintientes y objetos de protección: en Colombia se logró un gran avance hacia 
la protección de los animales, con la aprobación del proyecto de ley 172 de 2014 y con la 
Ley 1774 de 2016, por las que se prohibió el maltrato animal y se dispuso a la policía, a 
los jueces y a la sociedad de herramientas para velar por la prohibición al maltrato, la 
crueldad y el dolor en contra de los animales. 
Desde aquella expedición se le dio la calidad a los animales de seres sintientes, lo cual 
modificó el Código Civil Colombiano de 1887 y su artículo 1 quedo así: Los animales 
como seres sintientes no son cosas, recibirán especial protección contra el sufrimiento y 
el dolor, en especial, el causado directa o indirectamente por los humanos, por lo cual en 
la presente ley se tipifican como punibles algunas conductas relacionadas con el maltrato 
a los animales, y se establece un procedimiento sancionatorio de carácter policivo y 
judicial. Con seres sintientes, el legislador se refirió a que los animales deben de ser 
diferenciados de los demás bienes. A partir de esto, es gratificante para Colombia dar este 
paso, ya que es el primer país en Latinoamérica en reconocer a los animales como seres 
sintientes. 
De la misma forma, se tipifico el delito contra los animales en el Código Penal, avance 
gigantesco también para nuestra materia penal, ya que se incluyó un título dentro del 
mismo con el nombre, de los delitos en contra de los animales y su artículo 339 A quedo 
así, el que, por cualquier medio o procedimiento maltrate a un animal doméstico, 
amansado, silvestre vertebrado o exótico vertebrado, causándole la muerte o lesiones que 
menoscaben gravemente su salud o integridad física, incurrirá en pena de prisión de doce 
(12) a treinta y seis (36) meses, e inhabilidad especial de uno (1) a tres (3) años para el 
ejercicio de profesión, oficio, comercio o tenencia que tenga relación con los animales y 
multa de cinco (5) a sesenta (60) salarios mínimos mensuales legales vigentes. En este 
tipo, es necesario aclarar que no solo se refiere a los animales domésticos, sino también 
a los salvajes y silvestres, cabe anotar también que este delito es de resultado, lo que 
quiere decir, que solo cuando se vea gravemente perjudicada la salud y la vida del animal, 
se configurará esta transgresión y así como se analiza en otros delitos, este también 
dispone de agravantes y excepciones en los cuales no se tipificará este delito. 
Así mismo, se modificó el Ente Nacional de Protección de Animales (ENPA), al cual se 
le dio la atribución de retener de manera preventiva cualquier animal que se encuentre en 
situación de vulnerabilidad. Es decir, cuando se tenga indicio o conocimiento de la 
realización de conductas que constituyan maltrato contra un animal. (Contreras, 2016, 
Página 19). 
Este logro, hizo de Colombia un país entregado a la protección de nuestros animales y a 
velar por los derechos que estos seres sintientes merecen, desempeñando de esta forma, 
campañas de sensibilización ciudadana para que los seres humanos dejen de cometer 
agravios en contra de los animales. 
Como sujetos no humanos de derechos fundamentales Argentina: es de entender que 
como parte de la naturaleza y como dueños de ella, también se encuentran los animales, 
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que como seres sintientes, tienen necesidades y como los seres humanos necesitan 
también de ella para sobrevivir. 
En este caso Sandra la Orangutana, es un animal foco de debate, respecto de si es sujeto 
de derechos o no. La decisión acerca de esta Orangutana se debate en la Sentencia de la 
Cámara Federal de Casación Penal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de 18 de 
diciembre de 2014, la cual ilustra los siguientes hechos: 
En noviembre del 2014, el abogado Pablo Buompadre, presidente de la Asociación de 
Funcionarios y Abogados por el Derecho de los Animales (AFADA), patrocinado por el 
constitucionalista Andrés Gil Domínguez, presenta un recurso de hábeas corpus ante el 
Juzgado de Instrucción nº 47 de la ciudad de Buenos Aires, a favor de una oranguntana 
llamada Sandra, que habita en el zoológico de la ciudad de Buenos Aires, aduciendo que 
el animal fue privado ilegítima y arbitrariamente de su libertad por parte de las 
autoridades del zoológico, y que su estado de salud físico y psíquico se hallaba 
profundamente deteriorado, con evidente riesgo de muerte. Razón por la cual requirió su 
urgente liberación y su posterior e inmediato traslado y reubicación en el santuario de 
primates de Sorocaba, ubicado en el Estado de Sao Paulo, República Federativa del 
Brasil. El pedido fue rechazado por la jueza penal de instrucción Mónica Berdión de 
Crudo. Esta medida fue luego apelada ante la Sala VI de la Cámara del Crimen, y también 
rechazada. (Baggis, 2015, Página 2). 
De allí se desglosa toda una discusión con el fin de otorgarle derechos a Sandra como un 
ser no humano, con capacidades de sentir y que por ende tiene derecho a su libertad y a 
la vida. Es por esto, que en audiencia se refieren a la situación de Sandra de la siguiente 
manera:  
La mejora de la situación de Sandra ha de ser analizada desde el comportamiento y los 
desarrollos sobre bienestar animal. La idea es que toda especie tiene necesidades 
comportamentales, esto es, conductas intrínsecamente motivadas, eso se relaciona con la 
idea de instinto. Entonces, para todo animal –silvestre, en cautiverio, de investigación, de 
compañía, de trabajo y de producción- se debe generar un ambiente que permita que esas 
necesidades comportamentales se expresen, sin dañar ni dañarse Y por ambiente no sólo 
se refiere al espacio físico sino al conjunto de relaciones e intervenciones que contienen 
y modulan la vida de los seres bajo nuestro control. (Poder Judicial de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, 2015, Página 12). 
De esta forma, mediante esta sentencia, se reconoce a los animales el derecho de seres no 
humanos a la libertad física, a la vida y a no ser maltratados de ninguna forma, esta es 
una sentencia que marca precedente en el país de Argentina, puesto que por primera vez 
se reconoce derechos humanos a los animales, como personas no humanas y se les quita 
la calidad de objetos no sintientes, sin derechos y de manipulación humana. 
Cabe resaltar, que al igual que Argentina muchos países también han otorgado derechos 
a los animales y han iniciado la penalización para los seres humanos que los maltratan, 
como por ejemplo en Alemania, para el reconocimiento de los animales como seres 
sujetos de derecho. La protección a los animales se convirtió en un objetivo más del 
Estado, dándole así una dimensión jurídica que le permitiese entrar a sopesarse con los 
demás derechos fundamentales, sin ser uno de manera estricta, en caso de eventuales 
ponderaciones. (Rojas, 2017, Página 8). 
De lo anterior, se presume que hoy en día es necesario criminalizar las conductas en 
contra de la dignidad y la vida de los animales y además brindarles derechos a estos seres 
no humanos, como parte del crecimiento constitucional que cada país vive y de la 
evolución reglamentaria y estatutaria que se presenta, además de dar cuenta de la 
abundancia de sujetos y discursos emergentes en la teoría del derecho actual (Carreño, 
2016, Página 33). 
3.2. El páramo  
Además de los animales, también se hace imprescindible tener presente nuestras fuentes 
de oxígeno más importantes, como lo son los páramos. El páramo de Santurbán, es uno 
de los recursos naturales más destacado con el que cuenta nuestro país, pero se ha visto 
afectado por las actividades mineras, como se describe en la sentencia reseñada. 
En la Sentencia C-035 de 2016, además de los recursos hídricos encontramos la tierra 
como fuente de vida, la Pachamama como recurso que abastece al cien (100) por ciento 
de la población y que necesita ser protegida de la minería legal.  
Frente a las Áreas de reserva estratégicas mineras, se entiende que si se está brindando 
un área especial a la actividad minera, se está considerando la minería como  una labor 
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más importante que las otras labores, como por ejemplo la agropecuaria, cuando sucede 
esto, se entiende que se debió conceder un título minero y que la explotación minera es 
legal. 
Sin embargo, los demandantes expresan acerca de las normas demandadas que estas 
vulneran el deber de promover el acceso progresivo a la tierra, porque permiten la 
expropiación de los bienes adjudicados a campesinos e impiden que el Estado les 
adjudique tierras, también se refieren a que estas normas vulneran los derechos a la 
alimentación, seguridad y soberanía alimentarias, pues impiden el acceso a la 
alimentación con el cambio de vocación de la tierra, también incluyen dentro de sus 
argumentos que la ampliación de las áreas de reserva para la minería violentan los 
principios de autonomía territorial, coordinación, concurrencia y subsidiaridad e impiden 
a los municipios regular los usos del suelo, ordenar el territorio y se vulnera el derecho al 
medio ambiente sano. 
Dentro de las consideraciones de la Corte Constitucional sobre esta primera sección, la 
Corte se refiere a que, la creación y ampliación de las Áreas de Reserva Estratégica 
Minera, no producen las consecuencias que los demandados están advirtiendo, puesto que 
con esta regulación lo que se busca es organizar la actividad minería, de manera tal que 
no se produce una prohibición de las actividades agrícolas ni la afectación del medio 
ambiente. 
Por otro lado, acerca de la desaparición de la agricultura y la afectación del medio 
ambiente la Corte expresa que, los demandantes no basan esta violación en ningún  
sustento empírico por lo que la Corte, decide declararse inhibida para tomar una decisión 
de fondo sobre estos cargos. 
Frente a los principios a los que los demandantes se refieren como vulnerados, es 
necesario realizar una pequeña definición de cada uno para entender la aplicación de los 
mismos, respecto de la Madre Tierra, en este caso los páramos y la vulneración que se ha 
desarrollado. 
Inicialmente se encuentra el principio de subsidiaridad el cual: tiene su fundamento en el 
derecho natural, constituyéndose en el orden justo que define las competencias que le son 
propias a los órganos que hacen parte de una sociedad, en virtud de lo cual emerge como 
base fundamental del andamiaje jurídico, con especial atención a la función de generar 
normas vinculantes que permitan la aplicación material de la justicia. (Marín, Santoyo, 
2016, Páginas 24 y 25), en este caso el principio hace que las autoridades competentes 
para proteger los páramos, profieran un llamado a salvaguardar nuestra Madre Tierra, a 
través de la proyección de normas que hagan que los derechos para tales recursos sean 
exigidos legalmente.  
Otro principio a tratar es el principio de concordancia, según el cual los conflictos posibles 
entre preceptos constitucionales no deben resolverse en base a la supuesta superioridad 
de alguno de ellos y el sacrificio de otros, sino mediante la ponderación, en cada caso 
concreto, que permita una cierta realización de los principios en tensión. (Díaz, Revorio, 
2014, Página 19 ).  Es decir, en la jurisprudencia citada, estarían en conflicto los derechos 
del ser humano y los de la Madre Tierra, este principio permite que se ponderen con el 
fin de llegar a un balance, en el que se defiendan los derechos tanto humanos, como 
naturales. 
Los anteriores como principios más importantes que según los demandantes sienten que 
han sido vulnerados, al respecto la Corte expresa que ninguno de estos principios se 
vulneran, pues al ser los municipios entidades descentralizadas, tienen derecho de usar 
áreas estratégicas para llevar a cabo la minería, siendo totalmente respetuosos de los 
límites que la ley de marca y protege el medio ambiente. 
Por esto, la Corte aduce que el páramo es un regulador del ciclo hídrico, es un sistema de 
captura de carbono, que existe gran biodiversidad en el ecosistema del páramo, que hay 
una interacción entre los distintos recursos del páramo y una relación de interdependencia 
entre el páramo y el bosque. La vulnerabilidad, fragilidad y capacidad de recuperación 
del ecosistema del páramo, son necesarias tenerlas en cuenta para la protección de los 
páramos.  
En esta sentencia, se protege la biodiversidad del páramo y con este, los beneficios que 
trae para los seres humanos los procesos reguladores que crea el mismo, lo que se busca 
es que el trabajo de minería, se realice alejado de estos recursos naturales, puesto que 




3.3 Río Atrato 
Ahora bien, como parte de la naturaleza se encuentran los recursos hídricos, se hace 
necesario analizar la sentencia T- 622 de 2016, la cual estudia una polémica planteada 
por las distintas comunidades étnicas que viven en la Cuenca del Río Atrato, puesto que, 
sienten vulnerados sus derechos a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, 
al medio ambiente sano, a la cultura, y a territorio de las comunidades étnicas accionantes, 
todos estos derechos presuntamente violentados por la explotación minera que se realiza 
en el Río Atrato. 
Es necesario antes de continuar con la citada sentencia, examinar cuál es el impacto que 
tiene la minería que se ejecuta en nuestras fuentes hídricas sobre la naturaleza y los seres 
humanos que se encuentran alrededor de estos recursos y mencionar la importancia que 
tiene el Río Atrato en nuestro país. 
En investigaciones realizadas por el Proyecto minería, minerales y desarrollo sustentable 
(2002), se evidenció que entre los impactos ambientales más relevantes provocados por 
la minería a los recursos hídricos se encuentran: la contaminación con mercurio y cianuro, 
la eliminación directa de relaves y efluentes en los ríos, el daño en los ríos en áreas 
aluviales, los ríos convertidos en cienos, el daño por erosión y deforestación, y la 
destrucción de los páramos y del paisaje en general. (Gúisa, Suárez, 2011, Página 129). 
De acuerdo a lo anterior, el impacto ambiental de estas actividades es supremamente 
grave para la naturaleza y por ende para la subsistencia del ser humano, de allí se 
desprende la responsabilidad que le atañe al Estado por los daños producto de la 
explotación minera. 
Por otro lado, el río Atrato es considerado uno de los ríos más caudalosos del mundo, en 
el que la pesca es una actividad cotidiana y que ayuda a sobrevivir a las comunidad 
pobladoras de la cuenca de este río, adicionalmente, el tramo final del río, presenta un 
extenso plano de inundación conformado por lagos y caños de conexión entre ellas y el 
cauce principal del río. Entre estos lagos (localmente denominados ciénagas), se 
encuentra el complejo de las ciénagas de Tumaradó formado por cuatro cuerpos de agua 
que ocupan un área aproximada de 2.563, dentro del parque Nacional Natural Katios, es 
decir, que el Río Atrato, además de brindar un medio de alimentación para los pobladores, 
también aloja comunidades a su alrededor y recibe turistas diariamente (Jaramillo & 
Jiménez, 2008, Página 57). 
En razón a lo anterior, el río Atrato en la misma condición de todas las fuentes hídricas, 
cuenta con la calidad de bien jurídico, lo que conlleva a que la defensa hacía este, sea 
jurídica y este respaldada por la Constitución Política y la ley.  
Continuando con la sentencia, se puede observar que el problema jurídico de la misma 
deriva de si realmente se están vulnerando los derechos colectivos de la comunidad, si 
hay relevancia constitucional de la protección de los ríos, los bosques, las fuentes de 
alimento, el medio ambiente y la biodiversidad, el derecho a la supervivencia física, 
cultural y espiritual de las comunidades étnicas, en tanto garantía de los modos de vida 
tradicionales y la minería y sus efectos sobre el agua, el medio ambiente y las 
comunidades étnicas en relación con el principio de precaución.  
De tal forma, en que la relevancia dentro de esta sentencia no solo se está brindando al 
ser humano como perjudicado y víctima de esta labor, sino también a la naturaleza, en 
este caso a los ríos y a los bosques, por lo que se puede deducir que se armonizan entre si 
la naturaleza y el ser humano como bienes jurídicos objetos de protección bajo la potestad 
del Estado (Rodríguez, Guerrero, 2014, Página 15). 
Por lo anterior, se tutela el Río, ya que es fuente de alimentación y de subsistencia de las 
comunidades que lo rodean, haciendo que la explotación minera se límite a explorar en 
el mismo y a que el Estado intervenga de manera perjudicial en este fuente hídrica tan 
importante en esta región. 
4. ESFERA DE PROTECCIÓN PUNITIVA 
El medio ambiente ha sido objeto de protección en los últimos años casi por todas las 
áreas que pueden ofrecer una sanción o una pena a quien actué en contra del mismo, dañe 
nuestros recursos hídricos y en general a quien produzca la alteración nociva del medio 
ambiente, de esta forma, se puede evidenciar que cada día la importancia que tiene el 
medio ambiente se está expandiendo y está generando una consciencia en los seres 
humanos y en nuestros legisladores, todo con el fin de conservar y preservar la naturaleza 
como medio de subsistencia humana. 
19 
 
En primer lugar, el Derecho Penal Ambiental, ha sido la base para la protección del medio 
ambiente, teniendo como significado del mismo el siguiente: Conjunto de normas que 
tienen por objeto regular las conductas que inciden directa o indirectamente en la 
protección, preservación, conservación, explotación y restauración de 
los recursos naturales bióticos y abióticos (Gutiérrez, Nájera, 2000, Página 112), lo que 
no difiere con el concepto que se tiene en Colombia sobre el medio ambiente y demuestra 
que varias disciplinas, han centrado sus estudios en la protección ambiental, puesto que 
la vulneración del mismo, ha ido aumentado con el paso de los años. 
En segundo lugar, ante la afectación, daño, deterioro y uso inadecuado del medio 
ambiente, expertos afirman que, cuando se revisa la teoría de la infracción ambiental, se 
tiene que guardar estrecha similitud con la necesidad de tipificación en materia penal, 
esto como mecanismo de seguridad jurídica y de garantía constitucional al debido 
proceso. La descripción de la infracción ambiental, al igual que el derecho penal, debe 
estar como requisito fundamental, típicamente descrita en el ordenamiento jurídico 
positivo, por lo que en este régimen debe estar proscrita la posibilidad de imposición de 
sanciones de carácter ambiental bajo postulados de tipos abiertos o en blanco o mejor 
llamados numerus apertus (Acevedo, Magaldi, 2013, Página 102), esto en razón a que es 
imprescindible, que los delitos ambientales se encuentren debidamente tipificados y por 
lo tanto, su inadecuada o falta de tipificación, sería estar atentando en contra del medio 
ambiente y su protección. 
En tercer lugar, se sostiene que la tipificación de los delitos contra el ambiente en la 
legislación colombiana ha estado basada e influenciada por diversos movimientos 
internacionales que a una política planificada y dirigida hacia la protección de los 
intereses fundamentales de la Nación (Márquez, Buitrago, 2007, Página 102), es por esto, 
que la claridad en la tipificación de los delitos ambientales ha sido de gran discusión, ya 
que no está siendo enfocada a la realidad que se está viviendo, frente al deterioro 
ambiental en Colombia.  
Sin embargo, acerca de la protección que hace el Derecho Penal, se entiende que el bien 
jurídico es el medio ambiente y que el mecanismo que tiene el Derecho Penal para 
salvaguardarlo es a través de penas que se encuentran estipuladas en el Código Penal, en 
los artículos 328 al 338, en estos artículos se protege el bien jurídico ambiente, que 
desglosado se convierte en los recursos naturales renovables, los organismos, 
microorganismos, elementos genéticamente modificados, especies exóticas, agentes 
biológicos o bioquímicos, pesca y caza, no dejando a un lado los bosques y los recursos 
hídricos que también forman parte del medio ambiente y de la naturaleza, esto quiere 
decir que, el objeto jurídico de protección del Derecho Penal respecto al medio ambiente, 
se en causa, por un lado, en la protección de la biodiversidad y de las áreas de especial 
importancia ecológica, y por otro, en la defensa del equilibrio de los recursos naturales o 
de su explotación insostenible (Álvarez Pinzón, 2013, Página 281).   
Por otra parte, es responsabilidad también del Derecho Administrativo, imponer 
sanciones a aquellos que realizan alguna actividad contraproducente en contra de la 
naturaleza, afectando así los recursos naturales, cuando el Derecho Administrativo no es 
suficiente para brindarle protección al medio ambiente, es el Derecho Penal el que entra 
a participar estableciendo las penas determinadas. 
Sobre la base de la finalidad que tiene el Derecho Administrativo de satisfacer 
necesidades de índole general y reflejar la política ambiental del Estado, sus directivas y 
fines, además de estar nutrido de conceptos, datos, medios técnicos, podemos decir que 
esta responsabilidad administrativa ambiental: es aquella que se deriva de la infracción 
de la normativa ambiental administrativa, sus normas complementarias y su 
reglamentación, se concreta en la aplicación de una sanción administrativa por la acción 
u omisión infractora, y de ella nace la obligación de reparar la agresión ocasionada, 
aplicar las medidas de prevención y mitigación, y asumir los costos correspondientes. 
Por lo que cabría decir que nuestra Administración Pública es la responsable de la tutela 
general del medio ambiente, defendiendo su propio patrimonio. La Administración 
pública tiene a su disposición múltiples mecanismos para imponer coactivamente 
medidas a los ciudadanos ante determinados comportamientos contra el medio ambiente, 
cuyo incumplimiento llevará consigo la correspondiente sanción. (Martín, Rebollo, 1997, 
Página 18).  
Ante esta protección también es necesario citar a la Constitución Política de Colombia, la 
cual como norma de normas es la que brinda la mayor protección y ordena que se 
salvaguarde el medio ambiente, de esta forma se interpreta que le corresponde al Estado 
Colombiano prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer, a través de 
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la autoridad ambiental, sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados (art. 
80, inciso 2). En Colombia también está prohibida la fabricación, importación, posesión 
y uso de armas químicas, bilógicas y nucleares, así como la introducción al territorio 
nacional de residuos nucleares y desechos tóxicos (art.81 C.N). Además, según nuestra 
Carta Magna, corresponde al Estado regular el ingreso y la salida del país de los recursos 
genéticos y su utilización de acuerdo con el interés nacional (art. 82, inc. 2) (Rodríguez 
& Páez, 2012, Página 22). 
De la misma forma, sentencias como la T- 740 de 2011 y la C- 339 de 2002, brindan 
como opción constitucional, proteger el derecho al medio ambiente sano y el agua, como 
objetivos constitucionales, lo que brinda la opción a los legisladores colombianos, de 
implementar en la constitución más normas que salvaguarden los recursos naturales y a 
la Madre Tierra y la implementación de medidas para prevenir las alteraciones nocivas 
en contra de nuestra Madre Tierra y de los seres sintientes que en ella habitan. 
Finalmente, de lo anterior se puede deducir que, el medio ambiente es materia de 
protección en el derecho colombiano y que por esto, es el ser humano y el Estado también 
quienes deben concientizarse y evitar el mayor daño posible a la naturaleza, a la 
Pachamama como Zaffaroni planteaba y a nuestros recursos hídricos, tales como el Río 
Atrato, no dejando atrás a los animales quienes son considerados seres no humanos pero 
con derechos y nuestros páramos, que deben ser protegidos de todo tipo de explotación 
minera ilegal y actividades ilegales que puedan causar el deterioro ambiental y puedan 
producir una difícil subsistencia para el ser humano que vive alrededor de nuestros 
recursos naturales.  
CONCLUSIÓN 
El ser humano como poseedor y dueño de todo lo que está sobre la tierra, no acepta que 
la naturaleza y los animales tengan derechos, puesto que consideran que al otorgarle 
derechos a los animales y a nuestros recursos renovables y no renovables pierden la 
potestad de mandar y realizar las actividades que quieran sin importar el deterioro, daño 
y la alteración nociva que se produzca en contra del medio ambiente y de los seres no 
humanos (animales). 
Ejemplo de protección sobre la naturaleza la brindan las constituciones Ecuatorianas y 
Bolivianas, las cuales fueron las primeras en salvaguardar la Pachamama, sin embargo en 
Colombia, ya se puede evidenciar el respaldo hacia la naturaleza en nuestra norma de 
normas y la protección hacia los animales con más eficacia desde el Derecho Penal 
Colombiano, en el cual se refieren a que el reconocimiento de derechos a los animales 
lesiona la dignidad humana, lo cual no implica un ejercicio ilimitado de potestades sobre 
estos, pues hacen parte del ecosistema, y el mantenimiento de este es un derecho humano. 
(Perilla, González, 2016, Página 2). 
De la misma forma, se protegen los recursos hídricos y los páramos, como lo son el Rio 
Atrato y el Páramo de Santurbán, los cuales se buscan salvaguardar de la actividad minera 
tanto ilegal como legal, teniendo en cuenta, que el Estado y la ley buscan proporcionar 
áreas exclusivamente para esta actividad, con el fin de que no se contaminen estos 
recursos y no se vean perjudicadas las comunidades que viven alrededor de estas, solución 
que ya encontró el Estado en las decisiones de las sentencias C- 035 de 2016 y T- 622 de 
2016. 
Finalmente, se encuentra que la naturaleza, los animales y demás recursos que derivan de 
la misma, ya se encuentran cobijados y dotados de protección, por medio del Derecho 
Penal, Derecho Administrativo y nuestra norma de normas, los cuales pretenden que el 
medio ambiente sea también sujeto de derechos, pero en este caso, que el ser humano se 
vea afectado con sus conductas en contra de la naturaleza, expidiendo sanciones, 
penalizaciones y en el caso de la Constitución Política, dotando a la comunidad para que 
respalde a la naturaleza, a través de mecanismos como la acción de tutela la cual consiste 
en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de 
hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión. Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable (Córdoba, Salamanca, 2016, Página 17), con esta acción se quiere 
evitar el deterioro de nuestro ecosistema y del medio ambiente, esto respecto de los 
ciudadanos, frente al Estado, este tiene la obligación de prevenir y controlar los factores 
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